
I. DISPOSICIONES GENERALES

JEFATURA DEL ESTADO
15135 Real Decreto-ley 5/2023, de 28 de junio, por el que se adoptan y prorrogan 

determinadas medidas de respuesta a las consecuencias económicas y 
sociales de la Guerra de Ucrania, de apoyo a la reconstrucción de la isla de 
La Palma y a otras situaciones de vulnerabilidad; de transposición de 
Directivas de la Unión Europea en materia de modificaciones estructurales de 
sociedades mercantiles y conciliación de la vida familiar y la vida profesional 
de los progenitores y los cuidadores; y de ejecución y cumplimiento del 
Derecho de la Unión Europea.

I

La transposición en plazo de directivas de la Unión Europea es un objetivo 
fundamental del Consejo Europeo. A este fin, la Comisión Europea somete informes 
periódicos al Consejo de Competitividad, a los que se les da un alto valor político por su 
función de medición de la eficacia y credibilidad de los Estados miembros en la puesta 
en práctica del mercado interior.

Asimismo, el Consejo Europeo, consciente de su importancia como elemento 
estructural del mercado interior, estableció en su momento como objetivos que cada 
Estado miembro debía transponer a su derecho interno, al menos, el 99 % de las 
directivas de mercado interior (Déficit 1) y como objetivo adicional, el 100% de las 
Directivas de mercado interior que tuvieran un retraso en su transposición superior a dos 
años con respecto a la fecha de su vencimiento (Déficit 0).

El cumplimiento de este objetivo resulta del todo prioritario, habida cuenta del 
escenario diseñado por el Tratado de Lisboa de 2007 por el que se modifican el Tratado 
de la Unión Europea y el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea, para los 
incumplimientos de transposición en plazo, para los que la Comisión puede pedir al 
Tribunal de Justicia de la Unión Europea la imposición de importantes sanciones 
económicas de manera acelerada (artículo 260.3 del Tratado de Funcionamiento de la 
Unión Europea –TFUE–).

Cabe además recordar que, desde la introducción por la Comisión de un nuevo 
criterio de aplicación de dicho artículo en enero de 2017, en lo sucesivo, además de la 
multa coercitiva, se solicitará al Tribunal de Justicia una multa a tanto alzado contra el 
Estado miembro de que se trate. De esta manera, aunque el Estado miembro 
transponga la Directiva encontrándose la demanda planteada ante el Tribunal, la 
Comisión no desistirá de su recurso, sino que perseguirá hasta el final una sentencia 
condenatoria que imponga una sanción a tanto alzado.

España viene cumpliendo consistentemente con los objetivos de transposición en los 
plazos comprometidos desde que resultan fijados los mismos. No obstante, en los 
últimos años, hechos como la repetición de elecciones generales en 2019, con la 
consiguiente disolución de las Cortes Generales, la existencia de un Gobierno en 
funciones durante un tiempo prolongado, así como el estallido de la pandemia del 
COVID-19 en el año 2020, explican la acumulación de retrasos en la transposición de 
algunas directivas, que requieren de una norma con rango de ley para su incorporación 
al ordenamiento jurídico interno.

Tal es el caso de la Directiva (UE) 2019/2121 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 27 de noviembre de 2019, por la que se modifica la Directiva (UE) 2017/1132 en lo 
que atañe a las transformaciones, fusiones y escisiones transfronterizas, cuya 
transposición constituye el objeto del libro primero del presente real decreto-ley; de la 
Directiva (UE) 2019/1158 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, 
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Por otro lado, la Comisión recuerda que no retira su recurso cuando el Estado 
miembro subsana la infracción durante el procedimiento judicial, «sino que mantiene su 
pretensión de imponer una suma a tanto alzado que abarque el tiempo durante el cual se 
mantuvo la infracción hasta el momento en que se subsanó». La consecuencia lógica del 
enfoque de la suma a tanto alzado es que, en los casos en los que un Estado miembro 
subsane la infracción mediante la transposición de la directiva en el curso de un 
procedimiento de infracción, la Comisión no desiste de su recurso solo por ese motivo.

En cuanto a la utilización del real decreto-ley como instrumento de transposición, y 
además del análisis de la concurrencia de los requisitos ordinarios que se efectuará con 
posterioridad, debe recordarse que el Tribunal Constitucional en su Sentencia 1/2012, 
de 13 de enero, avala la concurrencia del presupuesto habilitante de la extraordinaria y 
urgente necesidad del artículo 86.1 de la Constitución Española cuando concurran «el 
patente retraso en la transposición» y la existencia de «procedimientos de 
incumplimiento contra el Reino de España».

Asimismo, cabe señalar que el Consejo de Estado, en su informe sobre la inserción 
del Derecho europeo en el ordenamiento español, de 14 de febrero de 2008, considera 
que, si bien no debe convertirse en mecanismo ordinario para la incorporación de las 
directivas, sí está justificado en atención, por ejemplo, «al plazo fijado por la norma 
comunitaria, a la necesidad de dar urgente respuesta a unas determinadas 
circunstancias o a la existencia de una declaración de incumplimiento por el Tribunal de 
Justicia de las Comunidades Europeas».

Precisamente la declaración por Sentencia de 19 de enero de 2023 del Tribunal de 
Justicia de la Unión Europea de que la normativa española, que requiere la adjudicación 
de los cursos de sensibilización y reeducación vial para la recuperación de puntos del 
permiso de conducción, mediante una concesión de servicio público, es contraria a la 
Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre 
de 2006, relativa a los servicios en el mercado interior, justifica también la modificación 
que se introduce en el Texto Refundido de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos 
a Motor y Seguridad Vial, aprobado por el Real Decreto Legislativo 6/2015, de 30 de 
octubre.

Igualmente, el reciente fallo del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, en el 
asunto C-50/21, «Prestige and Limousine», de 8 de junio de 2023, ha perfilado los límites 
que condicionan la intervención de las Administraciones involucradas en la ordenación 
del mercado de servicios de arrendamiento de vehículos de turismo con conductor para 
conseguir los objetivos de política pública perseguidos; exigiendo una adaptación 
inmediata de la normativa nacional, para garantizar la seguridad jurídica en el sector.

II

Por otro lado, desde la primavera de 2022 y hasta la fecha, se han aprobado un total 
de seis paquetes, con la finalidad inicial de afrontar las consecuencias en España de la 
guerra en Ucrania, con medidas tanto normativas como no normativas, que se han ido 
adaptando a la evolución de la situación económica y social.

Así, se aprobó el Real Decreto-ley 6/2022, de 29 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes en el marco del Plan Nacional de respuesta a las consecuencias 
económicas y sociales de la guerra en Ucrania, que tenía como objetivos básicos la 
contención de los precios de la energía para todos los ciudadanos y empresas, el apoyo 
a los sectores más afectados y a los colectivos más vulnerables y el refuerzo de la 
estabilidad de precios. Entre las medidas adoptadas, cabe señalar la bajada de los 
impuestos en el ámbito eléctrico, una bonificación al precio de los carburantes, y un 
escudo social para apoyar especialmente a los colectivos más vulnerables, además de 
importantes ayudas a los sectores productivos más afectados por el alza de los precios 
de le energía, como el transporte, la agricultura y ganadería, la pesca, y las industrias 
electro y gas intensivas. Además, se adoptó un importante incremento de las 
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sanciones, y especificándose los órganos competentes para la resolución de los 
respectivos procedimientos sancionadores por infracciones previstas en este título, 
atribuyendo la competencia a la persona titular del Ministerio del Interior cuando se trate 
de infracciones muy graves, y a la persona titular de la Secretaria de Estado de 
Seguridad, en el caso de infracciones graves y leves. Finalmente, se regula la 
prescripción de las infracciones y de las sanciones respectivamente.

El título II incluye una modificación de varios artículos y anexos del Texto Refundido 
de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, aprobado por 
el Real Decreto Legislativo 6/2015, de 30 de octubre, con la finalidad de implantar un 
nuevo modelo de gestión de los centros que imparten cursos de reeducación y 
sensibilización vial para la recuperación total o parcial de puntos. Esta modificación da 
cumplimiento a la ya citada Sentencia de 19 de enero de 2023 del Tribunal de Justicia de 
la Unión Europea, que declaró contraria a la Directiva 2006/123/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el 
mercado interior, la normativa española que regulaba la adjudicación de los cursos de 
sensibilización y reeducación vial para la recuperación de puntos del permiso de 
conducción mediante una concesión de servicio público.

Se modifica, por ello, el régimen jurídico de la habilitación de los centros que hayan 
de impartir cursos de sensibilización y reeducación vial, sustituyendo el de la concesión 
por el menos restrictivo de la autorización administrativa. Así, en primer lugar, se suprime 
el párrafo p) del artículo 5 del texto refundido de la Ley sobre Tráfico, Circulación de 
Vehículos a Motor y Seguridad Vial que regula el régimen de contratación de los centros 
que imparten cursos de sensibilización y reeducación vial, y se establece en el 5 c) que 
dichos centros quedarán sometidos al régimen de autorización administrativa, así como 
habilitar el desarrollo reglamentario del régimen de dichos centros. A su vez, se incluye 
en el artículo 62 de la ley la habilitación para regular reglamentariamente todos los 
requisitos que deben cumplir los centros que imparten los cursos de sensibilización y 
reeducación vial.

El contenido de los cursos se regulará por orden ministerial, de acuerdo con el 
artículo 71.3, tal y como se recoge en la actualidad; modificándose el artículo 76.w) para 
incluir los centros de sensibilización y reeducación vial en el grupo de centros que 
pueden incurrir en la infracción grave consistente en incumplir las normas sobre su 
régimen de autorización y funcionamiento. En cuanto al artículo 77 q), por un lado, se 
incorporan los centros de sensibilización y reeducación vial al grupo de los centros que 
pueden incurrir en esta infracción por incumplimiento de las normas sobre cualificación 
de los profesores o facultativos, el estado de los vehículos utilizados en la enseñanza, el 
cumplimiento del régimen lectivo, o los elementos esenciales que incidan directamente 
en la seguridad vial, o que supongan un impedimento a las labores de control, inspección 
o auditoría.

Finalmente, se añade un nuevo anexo IX relativo a los centros de sensibilización y 
reeducación vial.

El título III de este libro modifica las disposiciones adicionales tercera y cuarta de la 
Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación 
del terrorismo, que regulan el acceso y uso del Registro de Titularidades Reales. La 
modificación tiene como objetivo adecuar nuestro ordenamiento jurídico a la sentencia 
dictada por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, en asuntos acumulados C‑37/20 
y C‑601/20, en relación con la Directiva (UE) 2018/843 del Parlamento Europeo y del 
Consejo de 30 de mayo de 2018 por la que se modifica la Directiva (UE) 2015/849 
relativa a la prevención de la utilización del sistema financiero para el blanqueo de 
capitales o la financiación del terrorismo, y por la que se modifican las 
Directivas 2009/138/CE y 2013/36/UE, respecto de la cual existe un procedimiento 
abierto de infracción por parte de la Comisión Europea.

La adición de un nuevo apartado a la disposición adicional tercera tiene la finalidad 
de cumplir con la exigencia impuesta por los artículos 30 y 31 de la Directiva (UE) 
2015/849, que en la redacción dada por la Directiva (UE) 2018/843, supone la necesidad 
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(SSTC 31/2011, de 17 de marzo, FJ 4; 137/2011, de 14 de septiembre, FJ 6, y 100/2012, 
de 8 de mayo, FJ 8).

Finalmente, ha de advertirse que el hecho de que se considere una reforma 
estructural no impide, por sí sola, la utilización de la figura del real decreto-ley, pues, y 
esto es particularmente pertinente en el supuesto que se analiza, el posible carácter 
estructural del problema que se pretende atajar no excluye que dicho problema pueda 
convertirse en un momento dado en un supuesto de extraordinaria y urgente necesidad, 
que justifique la aprobación de un real decreto-ley, lo que deberá ser determinado 
atendiendo a las circunstancias concurrentes en cada caso (STC 137/2011, FJ 6; 
reiterado en SSTC 183/2014, FJ 5; 47/2015, FJ 5, y 139/2016, FJ 3).

V

Comenzando por el libro primero, su objetivo fundamental es incorporar al 
ordenamiento jurídico español, como ya ha quedado puesto de manifiesto, la Directiva 
(UE)2019/2121, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de noviembre de 2021, 
por la que se modifica la Directiva (UE) 2017/1132 en lo que atañe a las 
transformaciones, fusiones y escisiones transfronterizas. En el presente caso, se acude 
al recurso al real decreto-ley por el vencimiento del plazo para la transposición de la 
dicha Directiva el pasado 31 de enero de 2023, habiéndose recibido ya la 
correspondiente carta de emplazamiento el 22 de marzo de 2023.

Asimismo, además de la obligación formal de efectuar la transposición en el plazo 
previsto, existen razones materiales que aconsejan una transposición urgente. En este 
sentido, cabe señalar que la Directiva que se pretende transponer responde a una 
iniciativa de la Comisión Europea que, en su Comunicación de 25 de octubre de 2016 
titulada «Programa de trabajo de la Comisión para 2017: Realizar una Europa que 
proteja, capacite y vele por la seguridad», puso de manifiesto la necesidad de facilitar las 
fusiones transfronterizas. Así, la Directiva (UE) 2019/2121 actualizó el régimen vigente 
de las fusiones transfronterizas y extendió la regulación transfronteriza también a las 
transformaciones, tanto parciales como totales, cuando comporten la formación de 
nuevas sociedades, estableciendo un marco jurídico armonizado para toda la Unión 
Europea. De esta forma, es preciso adaptar el ordenamiento jurídico español 
transponiendo la mencionada Directiva para posibilitar la realización de las 
transformaciones, fusiones y escisiones transfronterizas europeas, garantizando una 
protección efectiva de todas las partes implicadas en el proceso.

El libro segundo incorpora al ordenamiento jurídico español la Directiva (UE) 
2019/1158 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, relativa a la 
conciliación de la vida familiar y la vida profesional de los progenitores y los cuidadores, 
y por la que se deroga la Directiva 2010/18/UE del Consejo. La utilización del real 
decreto-ley como instrumento de transposición se justifica en el vencimiento, el pasado 1 
de agosto de 2022, del plazo, así como en la correspondiente carta de emplazamiento 
del pasado 20 de septiembre de 2022, además del dictamen motivado por falta de 
comunicación de las medidas nacionales de transposición de 19 de abril de 2023.

Por su parte, el régimen sancionador aplicable a las infracciones previstas en el 
Reglamento (UE) 2021/784 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril 
de 2021, sobre la lucha contra la difusión de contenidos terroristas en línea, que 
desarrolla y da cumplimiento al mandato contenido en el artículo 18.1 de dicha norma de 
Derecho de la Unión Europea, debía haber sido implementado el 7 de junio de 2022; por 
lo que, debido al incumplimiento del plazo establecido para su aprobación, la Comisión 
Europea ha iniciado, el pasado 1 de enero de 2023, procedimiento de infracción, que 
actualmente se encuentra en la fase inmediatamente previa a la emisión del dictamen 
motivado.

Igualmente, respecto a la modificación del texto refundido de la Ley sobre Tráfico, 
Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, resulta imprescindible tras la 
Sentencia 301/2023, de 9 de marzo, de la Sala de lo Contencioso-administrativo 
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(Sección Cuarta) del Tribunal Supremo, que se pronunció en casación contra la 
sentencia de 28 de noviembre de 2018 de la Audiencia Nacional. La Audiencia Nacional, 
en esta sentencia de 28 de noviembre de 2018, estimó el recurso contencioso-
administrativo interpuesto por la Asociación Unión para la Defensa de los Trabajadores 
(AUDICA) y anuló el anuncio de licitación del expediente de contratación para la 
concesión de gestión de los cursos de sensibilización y reeducación vial, al considerar 
que el régimen concesional para la gestión de este servicio resulta incompatible con el 
Derecho de la Unión Europea. En el mismo sentido se había pronunciado previamente la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia.

Contra la mencionada sentencia, la Administración General del Estado interpuso 
recurso de casación ante el Tribunal Supremo. Al albergar dudas sobre la interpretación 
de diversas disposiciones del Derecho de la Unión Europea, el Tribunal Supremo decidió 
suspender el procedimiento y plantear al Tribunal de Justicia de la Unión Europea una 
cuestión prejudicial sobre la compatibilidad de la gestión de esos cursos mediante el 
régimen de concesión de servicio público con la Directiva 2006/123/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el 
mercado interior.

El Tribunal de Justicia de la Unión Europea se pronunció el 19 de enero de 2023, 
declarando que la Directiva 2006/123/CE se opone a una normativa nacional con arreglo 
a la cual la adjudicación de los cursos de sensibilización y reeducación vial para la 
recuperación de puntos del permiso de conducción deba efectuarse mediante una 
concesión de servicio público, en la medida en que dicha normativa vaya más allá de lo 
necesario para alcanzar el objetivo de interés general perseguido, que es mejorar la 
seguridad vial. El Tribunal de Justicia de la Unión Europea considera que la concesión 
puede resultar adecuada para alcanzar el objetivo general perseguido, pero que va más 
allá de lo necesario para lograrlo, ya que constituye una limitación importante a la 
libertad de establecimiento, y añade que existen medidas menos restrictivas para 
alcanzar este objetivo, mencionando expresamente el régimen de autorización 
administrativa como alternativa. En consecuencia, el Tribunal Supremo declaró la nulidad 
del inciso del apartado noveno de la Orden INT/2596/2005, por la que se regulan los 
cursos de sensibilización y reeducación vial para los titulares de un permiso o licencia de 
conducción y anuló también el anuncio de licitación de la Dirección General de Tráfico 
para la concesión de estos cursos.

La Sentencia de 19 de enero de 2023 del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, al 
declarar que la normativa española, que requiere la adjudicación de los cursos de 
sensibilización y reeducación vial para la recuperación de puntos del permiso de 
conducción, mediante una concesión de servicio público, es contraria a la 
Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre 
de 2006, relativa a los servicios en el mercado interior, deja sin efecto esta regulación, 
que ha de ser sustituida lo antes posible por un sistema compatible con el Derecho 
comunitario.

Esta modificación resulta inexcusable por lo que concurre el presupuesto de 
extraordinaria y urgente necesidad, pues declarada la nulidad de los actos y normas 
referidos, el sistema de permiso por puntos carece de uno de sus elementos 
consustanciales, esto es, el mecanismo de recuperación de los cursos y es que el 
sistema creado se basa, en el equilibrio natural entre el reproche y el efecto punitivo de 
la retirada de puntos por la comisión de conductas tipificadas como atentatorias contra la 
seguridad vial, y la recuperación de dichos puntos por la rectificación de las 
mencionadas conductas a través de la realización de los cursos de referencia. La 
imposibilidad temporal de aplicación del elemento básico compensatorio de recuperación 
constituiría un grave perjuicio para el interés general, por la inexistencia transitoria de 
mecanismo alguno de recuperación de puntos, con las considerables consecuencias 
sociales, laborales y económicas que tal situación implicaría.

En cuanto a la modificación de la Ley 10/2010, de 28 de abril, al objeto de completar 
la transposición de la Directiva (UE) 2018/843, resulta urgente y necesaria para adecuar 
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3. La prescripción se interrumpirá por cualquier actuación administrativa que se 
practique formalmente al interesado dirigida a la sanción de la infracción, reanudándose 
el cómputo del plazo de prescripción si el procedimiento estuviera paralizado más de un 
mes por causa no imputable al presunto responsable.

4. Asimismo, la prescripción quedará interrumpida como consecuencia de la 
apertura de un procedimiento judicial penal por los mismos hechos, hasta que la 
autoridad judicial comunique al órgano administrativo su finalización. En tal supuesto, el 
órgano administrativo se abstendrá de seguir el procedimiento sancionador mientras la 
autoridad judicial no dicte sentencia firme o resolución que ponga fin al procedimiento 
penal, o el Ministerio Fiscal no acuerde la improcedencia de iniciar o proseguir las 
actuaciones en vía penal, quedando hasta entonces interrumpido el plazo de 
prescripción.

De no haberse estimado la existencia de ilícito penal, o en el caso de haberse 
dictado resolución de otro tipo que ponga fin al procedimiento penal, podrá iniciarse o 
proseguir el procedimiento sancionador. En todo caso, el órgano administrativo quedará 
vinculado por los hechos declarados probados en vía judicial.

La autoridad judicial y el Ministerio Fiscal comunicarán al órgano administrativo la 
resolución o acuerdo que hubieran adoptado.

Artículo 145. Prescripción de las sanciones.

Las sanciones impuestas por infracciones muy graves prescribirán a los cuatro años, 
las impuestas por infracciones graves, a los tres años, y las impuestas por infracciones 
leves a los dos años, computados desde el día siguiente a aquel en que adquiera 
firmeza en vía administrativa la resolución por la que se impone la sanción.

CAPÍTULO III

Conservación de datos

Artículo 146. Conservación de datos.

Los contenidos terroristas y los datos conexos se conservarán durante seis meses a 
partir de la retirada o el bloqueo; no obstante, el órgano competente para resolver el 
procedimiento podrá acordar su ampliación durante un periodo adicional cuando ello sea 
necesario.

TÍTULO II

Medidas para la ejecución y cumplimiento del Derecho de la Unión Europea en 
materia de tráfico, circulación de vehículos a motor y seguridad vial

Artículo 147. Modificación del texto refundido de la Ley sobre Tráfico, Circulación de 
Vehículos a Motor y Seguridad Vial, aprobado por el Real Decreto Legislativo 6/2015, 
de 30 de octubre.

El texto refundido de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y 
Seguridad Vial, aprobado por el Real Decreto Legislativo 6/2015, de 30 de octubre, se 
modifica en los siguientes términos:

Uno. Se suprime el párrafo p) y se modifica el párrafo c) del artículo 5, que queda 
redactado como sigue:

«c) Las autorizaciones de los centros de formación de conductores y de los 
centros de sensibilización y reeducación vial; la declaración de nulidad, lesividad o 
pérdida de vigencia de aquéllas; los cursos de sensibilización y reeducación vial; 
los certificados de aptitud y autorizaciones que permitan acceder a la actuación 
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profesional en materia de enseñanza de la conducción y reeducación vial, y la 
acreditación de la destinada al reconocimiento de las aptitudes psicofísicas de los 
conductores, con los requisitos y condiciones que reglamentariamente se 
determinen.»

Dos. Se añade un apartado 5 al artículo 62, que queda redactado como sigue:

«5. Los cursos de sensibilización y reeducación vial se impartirán por centros 
que requerirán autorización administrativa previa, de acuerdo con lo que se 
determine sobre su funcionamiento y sus medios personales y materiales.

La determinación de la duración, el contenido y los requisitos personales y 
materiales de los cursos de sensibilización y reeducación vial, así como de los 
mecanismos de certificación y control de los mismos, se determinará por orden de 
la persona titular del Ministerio del Interior.»

Tres. Se modifica el párrafo w) del artículo 76, que queda redactado como sigue:

«w) Incumplir las normas sobre el régimen de autorización y funcionamiento 
de los centros de enseñanza y formación, de los centros de sensibilización y 
reeducación vial, y de los centros de reconocimiento de conductores acreditados 
por el Ministerio del Interior o por los órganos competentes de las comunidades 
autónomas, salvo que puedan calificarse como infracciones muy graves.»

Cuatro. Se modifica el párrafo q) del artículo 77, que queda redactado como sigue:

«q) Incumplir las normas sobre el régimen de autorización y funcionamiento 
de los centros de enseñanza y formación, de los centros de sensibilización y 
reeducación vial y de acreditación los centros de reconocimiento de conductores 
autorizados o acreditados por el Ministerio del Interior o por los órganos 
competentes de las comunidades autónomas, que afecten a la cualificación de los 
profesores o facultativos, al estado de los vehículos utilizados en la enseñanza, al 
cumplimiento del régimen lectivo, a elementos esenciales que incidan 
directamente en la seguridad vial, o que supongan un impedimento a las labores 
de control, inspección o auditoría.»

Cinco. Se añade un nuevo párrafo m) al apartado 2 de la disposición final segunda, 
que queda redactado como sigue:

«m) para modificar, mediante real decreto, el contenido del anexo IX, excepto 
lo previsto en su apartado 3 (Incompatibilidades).»

Seis. Se suprime el apartado 4 del anexo III.
Siete. Se añade el anexo IX, que queda redactado como sigue:

«Centros de sensibilización y reeducación vial

Previsiones generales

1. Objeto. El régimen de funcionamiento y actividad de los centros de 
sensibilización y reeducación vial encargados de impartir los cursos que hayan de 
realizar los titulares de un permiso o licencia de conducción para la recuperación 
parcial de puntos, o como requisito previo para la obtención nuevamente de la 
autorización para conducir cuya pérdida de vigencia hubiera sido declarada como 
consecuencia de la pérdida total de puntos o de una sentencia judicial firme con 
privación del derecho a conducir vehículos a motor y ciclomotores, se regirá por lo 
dispuesto en este anexo.
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2. Elementos personales. Deberán disponer de los siguientes elementos 
personales:

a) Un titular, que será la persona física o jurídica que obtenga la 
correspondiente autorización administrativa.

b) Un director, que será el responsable de su correcto funcionamiento, así 
como de planificar, dirigir y coordinar toda su actividad docente, y garantizar el 
adecuado desarrollo de los cursos que se celebren y el estricto cumplimiento de 
las obligaciones establecidas en la normativa aplicable. El director podrá ser 
sustituido, en el ejercicio de sus funciones, por un director suplente.

c) Un formador, al menos, encargado de impartir los cursos de sensibilización 
y reeducación vial.

Para ser formador será necesario haber obtenido el certificado de Profesor de 
Formación Vial y el certificado de formador de cursos de sensibilización y 
reeducación vial.

d) Un psicólogo-formador, al menos, encargado de impartir los cursos de 
sensibilización y reeducación vial.

Para ser psicólogo-formador será necesario haber obtenido el título de Grado 
en Psicología y haber superado el curso dispuesto a tal fin.

3. Incompatibilidades. Mientras se encuentren en activo, el personal al 
servicio del Organismo Autónomo Jefatura Central de Tráfico, el personal de la 
Agrupación de Tráfico de la Guardia Civil, los miembros de las Policías Locales y 
el personal docente de las Escuelas Oficiales de Conductores no podrán prestar 
servicio alguno en los centros de sensibilización y reeducación vial, ni ser titulares 
de los mismos, ni formar parte de la entidad o persona jurídica a cuyo nombre 
figure la autorización.

La incompatibilidad a que se refiere el párrafo anterior afecta también al 
personal en activo de los servicios equivalentes de las comunidades autónomas 
que ejerzan competencia ejecutiva en materia de tráfico y circulación de vehículos 
a motor.

4. Elementos materiales. Deberán disponer de los siguientes elementos 
materiales:

a) Un local adecuado para impartir los cursos de sensibilización y 
reeducación vial que cumpla con las normas de accesibilidad. Asimismo, deberán 
disponer, al menos, de un aula con una superficie mínima de 15m², que garantice 
que, durante la impartición de la formación, se disponga, como mínimo, de un 
metro y medio cuadrado por alumno y profesor. En ningún caso el número máximo 
de alumnos por curso será superior a 20.

Además, de un espacio independiente de atención al público rotulado con una 
placa en la que, junto a su denominación y número de registro, se indique su 
condición de centro autorizado para la impartición de los cursos de sensibilización 
y reeducación vial.

b) El material didáctico necesario y adecuado para impartir la formación en 
que consistan los cursos de sensibilización y reeducación vial.

c) Acceso a Internet, así como tener instalado un sistema operativo y un 
navegador de uso generalizado que sean compatibles con las aplicaciones 
informáticas de gestión implementadas en cada caso.

d) Un ordenador y un proyector, o sistema similar, a disposición del personal 
docente, que permita visualizar en una pantalla las imágenes del ordenador.

e) Un ordenador para cada alumno, con auriculares individuales que 
permitan una formación personalizada.
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Autorizaciones

5. Solicitud. La solicitud, que se presentará telemáticamente, deberá dirigirse 
a la Jefatura Provincial de Tráfico, firmada digitalmente por el titular del centro o 
por su representante legal. Junto con ella, se aportará la documentación que 
justifique el cumplimiento de los requisitos exigidos en este anexo, y una 
declaración responsable del titular o de su representante legal garantizando dicho 
cumplimiento.

6. Resolución. Una vez examinada la solicitud, la Jefatura Provincial de 
Tráfico dictará resolución que habrá de ser motivada en todo caso. Contra 
dicha resolución cabrá interponer recurso de alzada ante el Director General 
de Tráfico.

La autorización tendrá un periodo de vigencia de cinco años y validez en 
todo el territorio nacional. En la misma se consignarán las identidades del 
titular y del director del centro, así como la dirección, la denominación y el 
número de inscripción en el Registro de Centros de Sensibilización y 
Reeducación Vial.

Una copia de la misma deberá estar expuesta al público en cada centro en un 
lugar fácilmente accesible y visible.

7. Modificación. La variación de cualquiera de los datos consignados en la 
autorización exigirá su modificación.

La solicitud de modificación deberá formularse por el titular del centro o por su 
representante legal ante la Jefatura Provincial de Tráfico, por medios electrónicos, 
en el plazo de diez días hábiles desde que se produjera el cambio.

La Jefatura Provincial de Tráfico expedirá, en su caso, una nueva autorización 
en sustitución de la anterior y por el plazo de vigencia que restase a aquella.

8. Renovación. La vigencia de la autorización podrá ser prorrogada por un 
nuevo periodo de cinco años, previa solicitud de su titular o su representante legal 
a la Jefatura Provincial de Tráfico, por medios electrónicos, una vez acreditado el 
mantenimiento de los requisitos exigidos para su otorgamiento.

9. Extinción. Serán causas:

a) La extinción de la sociedad o persona jurídica que fuera su titular.
b) El fallecimiento de la persona física que fuera su titular.
c) La renuncia expresa del titular a la misma.
d) La transmisión de acciones o participaciones, de bienes o de una rama de 

la actividad, que afecten a los elementos consignados en la autorización.
e) La suspensión de la actividad durante más de dos años.

En caso de fallecimiento del titular, la comunidad hereditaria podrá 
solicitar, a través de representante y en el plazo de noventa días desde el 
fallecimiento del causante, la inscripción de la titularidad provisional a favor de 
la misma. La titularidad provisional se extenderá hasta la aceptación de la 
herencia, que deberá acreditarse documentalmente ante la Jefatura Provincial 
de Tráfico.

Las causas que den lugar a la extinción de la autorización deberán ser 
comunicadas a la Jefatura Provincial de Tráfico por el titular o por su representante 
legal en el plazo de diez días hábiles contados a partir de la fecha en que el hecho 
se produjo.

10. Declaración de nulidad, lesividad y pérdida de vigencia de la 
autorización. La autorización podrá ser objeto de declaración de nulidad, 
lesividad o pérdida de vigencia cuando concurra alguno de los supuestos 
previstos en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas, y con arreglo en los procedimientos 
establecidos en la misma.
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En el curso de los procedimientos de declaración de nulidad, lesividad o 
pérdida de vigencia de la autorización, cuando su mantenimiento entrañe un 
grave peligro para la seguridad vial o perjudique notoriamente el interés 
público, la Jefatura Provincial de Tráfico que conozca del expediente, podrá 
acordar, mediante resolución motivada, la suspensión cautelar inmediata de 
aquella.

Cursos de sensibilización y reeducación vial

11. Disposiciones específicas. Sin perjuicio de lo dispuesto en el 
artículo 62.5, párrafo segundo, y en el anexo III de esta ley, se establecen las 
siguientes reglas específicas para los centros que impartan los cursos de 
sensibilización y reeducación vial:

– deberán comunicar a través de la aplicación informática del Organismo 
Autónomo Jefatura Central de Tráfico el listado de alumnos de cada curso con una 
antelación máxima de 24 horas, con el fin de validar el cumplimiento de los 
requisitos para realizar el curso.

– una vez finalizado el curso, el director del centro donde se hubiera realizado, 
comunicará por medios electrónicos al Registro de Conductores e Infractores del 
Organismo Autónomo Jefatura Central de Tráfico, mediante la aplicación 
informática prevista a tales efectos, el resultado obtenido en éste.

– en el supuesto de que el resultado del curso fuera apto, el director del centro 
expedirá una certificación, con una validez de dos años, que se entregará al titular 
del permiso o licencia de conducción que haya superado el curso.

– los alumnos que no asistan a la totalidad del curso, no podrán ser calificados 
como aptos.

– no podrá expedirse la certificación a ningún alumno que no haya sido 
inscrito y calificado en la aplicación informática del Organismo Autónomo Jefatura 
Central de Tráfico.

Régimen sancionador e inspección

12. Infracciones y sanciones. El incumplimiento de las previsiones de este 
anexo se regirá por lo previsto en los artículos 76, 77 y 80 de esta ley.

13. Inspecciones y auditorías. El personal del Organismo Autónomo Jefatura 
Central de Tráfico realizará la inspección de los centros y de los cursos. A tal 
efecto, tendrá acceso a los centros y a las aulas, así como a la documentación 
que, en su caso, requiera para el ejercicio de sus funciones. De cada inspección 
se levantará acta, una copia de la cual se entregará al centro.

Las auditorías podrán realizarse, además de los anteriores, también por 
personal de entidades acreditadas por las administraciones competentes.

Competencias de las comunidades autónomas

14. Las referencias hechas en los puntos 5, 6, 7, 8, 9, 10, 12 y 13 de este 
anexo al Organismo Autónomo Jefatura Central de Tráfico y a las Jefaturas 
Provinciales de Tráfico de él dependientes se entenderán hechas a los organismos 
equivalentes de las comunidades autónomas que ejerzan competencia ejecutiva 
en materia de tráfico y circulación de vehículos a motor.»
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